
16096 REAL DECRETO 1384/1978, de 23 de junio, por el 
que se traspasan competencias de la Administra­
ción del Estado a la Generalidad de Cataluña en 
materia de Industria.

El Real Decreto-ley cuarenta y uno/mil novecientos setenta 
y siete, de veintinueve de septiembre, por el que se restableció 
provisionalmente la Generalidad de Cataluña, desarrollado por 
Real Decreto dos mil quinientos cuarenta y tres/mil novecien­
tos setenta y siete, de treinta de septiembre, contenía diversas 
previsiones con vistas a hacer efectivo el ejercicio por la Ge­
neralidad de Cataluña de competencias que en la actualidad 
vienen siendo desempeñadas por diversos Organismos de la 
Administración del Estado.

Como órgano de trabajo para el estudio de dichas transfe­
rencias, y en cumplimiento de las previsiones establecidas en 
el artículo tercero del citado Real Decreto de treinta de sep­
tiembre de mil novecientos setenta y siete, ha funcionado, en 
el seno de la Presidencia del Gobierno, una Comisión Mixta de 
transferencia de competencias a la Generalidad de Cataluña, 
que se ha encargado de llevar a efecto los estudios pertinentes 
y de proponer al Gobierno la adopción de los correspondientes 
acuerdos relativos a la transferencia a la Generalidad de la 
gestión de funciones, actividades y servicios de la competencia 
de la Administración del Estado.

La Comisión Mixta referida ha distribuido los estudios que 
le fueron encomendados entre los diferentes grupos de trabajo 
constituidos en el seno de la misma. Dichos grupos han elabo­
rado propuestas y llegado a acuerdos que fueron definitivamen­
te aprobados en la sesión plenaria de la Comisión Mixta, cele­
brada en Barcelona el dia diecisiete de abril de mil novecientos 
setenta y ocho.

Elevados al Gobierno los referidos acuerdos y después de 
estudiar las implicaciones existentes, desde ei punto de vista 
de las necesarias modificaciones de la legislación vigente y de 
las transferencias a operar en materia presupuestaria y de per­
sonal, ha considerado oportuno aceptar las propuestas de la 
Comisión Mixta y realizar una efectiva transferencia de com­
petencias a la Generalidad.

De acuerdo con el presente Real Decreto se transfieren a 
la Generalidad de Cataluña una parte de las competencias que 
en materia de Industria venían atribuidas por la legislación 
vigente a la Administración estatal, reservándose ésta las que 
por sobrepasar el marco de intereses propios de Cataluña y 
afectar a la economía nacional, hacen necesaria la intervención 
de la Administración del Estado

En su virtud y haciendo uso de la autorización contenida en 
los artículos sexto c) y noveno del Real Decreto-ley cuarenta 
y uno/mil novecientos setenta y siete, de veintinueve de sep­
tiembre, a propuesta del Ministro de la Presidencia y previa 
deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 
dieciséis de junio de mil novecientos setenta y ocho,

DISPONGO:

Artículo primero.—Registro Industrial.
Se transfieren a la Generalidad de Cataluña las competen­

cias atribuidas a las Delegaciones Provinciales del Ministerio 
de Industria y Energía de Barcelona, Gerona, Lérida y Ta­
rragona, por el Decreto mil setecientos setenta y cinco/mil no­
vecientos sesenta y siete, dé veintidós de julio, y disposiciones 
complementarias sobre Registro Industrial.

Artículo segundo.—Uno. A los efectos del artículo prime­
ro corresponden a la Generalidad:

a) La inscripción provisional de las instalaciones indus­
triales liberalizadas y de aquellas sometidas a autorización pre­
via, una vez obtenida la bportuna autorización. En los mismos 
supuestos le corresponde la inscripción definitiva, una vez le­
vantada el acta de puesta en marcha y autorizado el funcio­
namiento de las instalaciones.

b) Las revisiones del Registro mediante inspección para 
comprobar que las industrias se ajustan a los datos inscritos, 
así como la actualización del mismo Registro.

c) En materia de sanciones, la instrucción de expedientes 
sancionadores con ocasión de las infracciones que se produz­
can en materia de inscripción de industrias, así como la reso­
lución de los expedientes instruidos cuando la sanción no exce­
da de cincuenta mil pesetas.

Dos. El ejercicio de las funciones transferidas se ajustará 
a las instrucciones dispuestas o que establezca en el futuro el 
Ministerio de Industria y Energía

Tres. La .Generalidad comunicará al Ministerio de Indus­
tria y Energía las sanciones que imponga a tenor de lo pre­
visto en el apartado uno c) del presente artículo.

Artículo tercero.—Tramitación de expedientes de instalación 
y ampliación de industrias.

Se transfieren a la Generalidad las funciones encomenda­
das a las Delegaciones Provinciales de Barcelona, Gerona, Lé­
rida y Tarragona, del Ministerio de Industria y Energía, en 
orden a la tramitación de expedientes de autorización de ins­
talación o ampliación de industrias, comprendidas en el artícu­
lo diez y en la Sección primera, capítulo tercero, del Decre­
to mil setecientos setenta y cinco/mil novecientos sesenta y 
siete, de veintidós de julio.

Quedan excluidas de esta transferencia las funciones rela­
tivas a las materias a que se refieren las normas contenidas 
en la disposición final segunda del Decreto mencionado.

Artículo cuarto.—Verificación de controles y funciones de 
Metrología.

Se transfieren .a la Generalidad de Cataluña las funciones 
que realizan en su ámbito territorial las Delegaciones Provin­
ciales del Ministerio de Industria y Energía sobre tramitación 
de expedientes de homologación, inspecciones en materia de 
normalización y verificación, contrastación y control, en las 
materias y las disposiciones que figuran en el anexo.

Artículo quinto.—Certámenes o pruebas deportivas.

Se transfieren a la Generalidad de Cataluña las funciones 
de intervención en los expedientes de autorización para certá­
menes c pruebas deportivas con vehículos automóviles, que se 
celebren en su ámbito territorial, siendo de su competencia 
otorgar aprobación previa u oponerse total o parcialmente, en 
base a las condiciones técnicas de aquéllas, conforme el ar­
tículo quinto, apartado cinco, del Decreto mil seiscientos se­
senta y seis/mil novecientos sesenta, de veintiuno de julio.

Artículo sexto —Estadísticas industriales.

Se transfieren a la Generalidad las funciones relativas a 
la elaboración de censos, lanzamiento, reclamación y depura­
ción de cuestionarios e imposición de sanciones en los térmi­
nos y formas que se especifican en el articulo siguiente.

Articulo séptimo.—A los efectos del artículo anterior se en­
tenderán transferidas a la Generalidad lps siguientes funcio­
nes:

a) La obtención de datos de tipo cuantitativo o de encues­
ta de opinión empresarial en Cataluña.

b) La imposición de sanciones, cuando proceda, por in­
cumplimiento de las obligaciones que resulten del ejercicio de 
las funciones a que se refiere el apartado a).

La Generalidad remitirá al Ministerio de Industria y Ener­
gía copias de los datos y cuestionarios verificados y, en su caso, 
de las sanciones que imponga

Artículo octavo. — Acciones concertadas y reestructuración 
sectorial.

Se transfiere a la Generalidad la tramitación de expedien­
tes que correspondan a las Delegaciones Provinciales de Bar­
celona, Gerona, Lérida y Tarragona, del Ministerio de Industria 
y Energía, en lo concerniente a las competencias sobre los re­
gímenes de Acción Concertada previstos por la Ley del Plan 
de Desarrollo Económico y Social, texto refundido, aprobado 
por Decreto mil quinientos cuarenta y. uno/mil novecientos se­
tenta y dos, de quince de junio, y disposiciones complementa­
rias. Se transfieren, asimismo, las funciones encomendadas a 
las citadas Delegaciones en cuanto a los planes de reestructu­
ración sectorial.

Artículo noveno.—Polígonos de preferente localización.

La Generalidad ejercerá las funciones encomendadas a las 
Delegaciones Provinciales de Cataluña del Ministerio de In­
dustria y Energía, en cuanto a Polígonos de Preferente Locali­
zación Industrial, de acuerdo con el Decreto mil noventa y 
seis/mil novecientos setenta y seis, de ocho de abril y Orden 
de dos de julio de mil novecientos setenta y seis.

Artículo diez.—Uno. Sin perjuicio de la aplicación de la 
legislación reguladora de las materias objeto de transferencia 
por el presente Real Decreto, el régimen jurídico de los actos 
de la Generalidad de Cataluña se acomodará a lo dispuesto en 
la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado 
y en la de Procedimiento Administrativo-, igualmente, será de 
aplicación la legislación sobre Contratos del Estado para aque­
llos que celebre la Generalidad en el ejercicio de 'las funcio­
nes transferidas.
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Dos. Contra las resoluciones y actos de la Generalidad de 
Cataluña cabrá el recurso de reposición previo al contencio- 
so-administrativo, salvo que por otra disposición legal se exi­
giera la interposición de recurso de alzada, que se sustancia­
rá ante la propia Generalidad. El régimen jurídico de estos 
recursos será el establecido en las leyes de Procedimiento Ad­
ministrativo y de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Tres. La responsabilidad de la Generalidad procederá y se 
exigirá en los mismos términos y casos que establece la le­
gislación reguladora del Régimen Jurídico de la Administra­
ción del Estado y la de Expropiación Forzosa.

Cuatro. Las transferencias de bienes y derechos estatales 
que sean precisos para el funcionamiento de los servicios trans­
feridos a la Generalidad, se someterán al régimen establecido 
en la Sección quinta, capítulo primero del título segundo de 
la Ley del Patrimonio del Estado.

En todo caso, en los acuerdos de cesión de bienes y dere­
chos se determinará si ésta es total o parcial y si es o no tem­
poralmente limitada.

Artículo once.—Uno. Cuando para el ejercicio de alguna 
de las competencias transferidas a la Generalidad por el pre­
sente Real Decreto, sea preceptivo el dictamen del Consejo de 
Estado, se mantendrá esta exigencia. La petición del mismo 
será acordada por la Generalidad, solicitándola a través del 
Ministerio de Industria y Energía, que requerirá al Consejo 
de Estado para su emisión.

Igual procedimiento se seguirá cuando la Generalidad acuer­
de oír voluntariamente al Consejo de Estado en algún expe­
diente.

Dos. Si no se establece otra cosa en el presente Real De­
creto, los demás informes que la legislación vigente exija de 
otros órganos distintos del Consejo de Estado, se mantendrán 
con el propio carácter que tengan establecido, pero su emisión 
corresponderá a los órganos equivalentes que existan o se 
creen dentro de la Generalidad.

Artículo doce.—Se recogen en. el anexo de este Real De­
creto las disposiciones legales afectadas por la transferencia.

Artículo trece.—Uno. En el término de un mes a partir de 
la entrada en vigor del presente Real Decreto, la Comisión 
Mixta procederá a determinar los medios personales, presu­
puestarios y patrimoniales que han de ponerse a disposición 
de la Generalidad para realizar la gestión y administración 
de las funciones y servicios de la Administración del Estado 
transferidos por el presente Real Decreto.

Dos La fecha de efectividad de la adscripción del perso­
nal. de las cesiones patrimoniales y de las transferencias pre­
supuestarias, será la de efectividad del traspaso de competen­
cias a que se refiere la disposición final segunda del presen­
te Real Decreto.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—El presente Real Decreto entrará en vigor el mis­
mo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Segunda.—Las competencias a que se refiere el presente 
Real Decreto empezarán a ejercerse por la Generalidad a par­
tir del uno de octubre de mil novecientos setenta y ocho, en 
cuya fecha dejarán de intervenir los órganos anteriormente 
competentes, salvo para remitir a la Generalidad los docu­
mentos referentes a las funciones y servicios traspasados.

Tercera.—Por Orden de la Presidencia del Gobierno, a pro­
puesta de los Ministerios competentes, se adoptarán las me­
didas precisas para el desarrollo y ejecución del presente Real 
Decreto.

Cuarta.—La Comisión Mixta de transferencia de competen­
cias a la Generalidad de Cataluña, actuará en la fase de apli­
cación del presente Real Decreto como órgano de coordinación, 
estudio y consulta, y podrá proponer al Gobierno o a los Mi­
nisterios competentes las medidas que estime precisas para 
su ejecución.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.—Uno. Los expedientes iniciados antes del uno de 
octubre de mil novecientos setenta y ocho sobre las materias 
objeto de transferencia por el presente Real Decreto, se con­
cluirán en todos sus incidentes, incluso recursos, por los órga­
nos actualmente competentes si éstos fueran los Servicios Cen­
trales de la Administración del Estado, sin que la Generalidad 
ejerza respecto de los mismos las competencias que este Real 
Decreto le transfiere.

Dos. En los demás casos, los servicios periféricos de la 
Administración del Estado remitirán a la Generalidad los ex­

pedientes en tramitación y en el estado en que se encuentren 
para su continuación y resolución por la Generalidad, si ésta 
resulta competente a tenor de lo dispuesto en el presente Real 
Decreto.

Segunda.—Uno. A partir de la entrada en vigor del presen­
te Real Decreto se procederá a inventariar todo el material y 
documentación relativos a las competencias que se transfie­
ren y que deban traspasarse a la Generalidad de acuerdo con 
la Disposición transitoria primera.

Dos. Si para cualquier resolución que hubiera de dictar la 
Generalidad fuere preciso tener en cuenta expedientes o ante­
cedentes que con ios mismos guarden relación, y figuren en 
los archivos de la Administración del Estado, la Generalidad 
los solicitará de ésta que remitirá copia certificada de su con­
tenido o los originales si fueren precisos, quedando en este caso 
aquella copia en los archivos de procedencia, en sustitución de 
los originales remitidos.

Tercera.—A partir de la entrada en vigor del presente Real 
Decreto, la Generalidad de Cataluña procederá a organizar los 
servicios precisos y a distribuir entre los órganos correspon­
dientes las competencias que en el mismo se transfieren.

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
setenta y ocho.

JUAN CARLOS
El Ministro de la Presidencia.

JOSE MANUEL OTERO NOVAS
ANEXO

Apartado 
del Decreto

Preceptos legales afectados

Artículo l.°

Artículo 3.°

Artículo 4.°

Decreto 1775/1967, de 22 de julio, sobre Régi­
men de instalación, ampliación y traslado de 
industrias en general.

Artículo 10 y Sección 1.a del capítulo III. De­
creto 1775/1967, de 22 de julio.

1. Reglamento de Aparatos Elevadores, apro­
bado por Orden de 30 de junio de 1966.

2. Reglamento de Recipientes a Presión, 
aprobado por Decreto 2443/1969, de 10 de agosto.

3. En materia de vehículos automóviles, la 
inspección técnica y revisiones periódicas que 
determinen el Código de la Circulación y dis­
posiciones complementarias.

4. Reglamento de Metales Preciosos, aproba­
do por Decreto de 29 de enero de 1934.

5. Reglamento de Aparatos que utilizan com­
bustibles gaseosos, aprobado por Decreto 1651/ 
1975, de 7 de marzo.

6. Fomento de la normalización y de la ca­
lidad en los conglomerados hidráulicos, regu­
lados por Orden de 24 de junio de 1964.

7. Normalización de los envases para deter­
gentes de uso doméstico. Orden de 17 de abril 
de 1975.

8. Normalización de manipulados de papel. 
Orden de 7 de septiembre de 1967.

9. Condiciones constructivas y de rendimien­
to de las lámparas eléctricas incandescentes. 
Orden de 13 de marzo de 1968.

10. Normalización de fibras textiles, artifi­
ciales y sintéticas. Orden de 18 de marzo de 
1968.

11. Normalización del etiquetado de compo­
sición de los productos textiles. Ordenes de 7 
de septiembre de 1967 y 18 de febrero de 1970.

12. Normalización de tallas para prendas de 
géneros de punto. Orden de 12 de enero de 
1972.

13. Normalización de envases, para conser­
vas de pescado. Orden de 15 de julio de 1968.

14. Normalización de envases y conservas y 
semiconservas de pescado. Orden de 30 de ju­
lio de 1975.

15. Norma general sobre rotulación, etique­
tado y publicidad de productos alimenticios, en­
vasados y embalados. Decreto de 7 de marzo 
de 1975.

16. Instalación e inspección de los quemado­
res. Reglamento de Homologación de Quemado­
res. Orden de 10 de diciembre de 1975.



Apartado 
del Decreto

Preceptos legales afectados

17. Normas de homologación de aparatos ra­
diactivos. Orden de 20 de marzo de 1975.

18. Verificación de contadores para líquidos. 
Real Decreto de 22 de febrero 1907.

19. Verificación de contadores de gas. Re­
glamento General del Suministro Público de 
Gases Combustibles, aprobado por Decreto de 
26 de octubre de 1973.

20. Sobre laboratorios, verificación y com­
probación en materia de contadores eléctricos. 
Reglamento de Verificaciones Eléctricas y Re­
gularidad en el Suministro de Energía, aproba­
do por Decreto de 12 de marzo de 1954.

21. Reglamento de Pesas y Medidas. Decreto 
de 1 de febrero de 1952.

22. Aparatos surtidores de carburantes. Re­
glamento de 25 de enero de 1938.

23. Reparaciones de importancia de vehícu­
los. Orden de 5 de noviembre de 1975.

24. Talleres de reparación de automóviles. 
Decreto 809/1972, de 6 de abril, y disposiciones 
complementarias.

Artículo 5.° Artículo 5.°, apartado 5, Decreto 1666/1060, de 
21 de julio.

Artículo 8.° Decreto 1541/1972, de 15 de junio.
Artículo 9.° Artículo 10, Real Decreto 1096/1976, de 8 de 

abril, y Orden ministerial de 2 de julio de 1976.

16097 REAL DECRETO 1385/1978, de 23 de junio, por el 
que se traspasan competencias de la Administra­
ción del Estado a la Generalidad de Cataluña en 
materia de urbanismo.

El Real Decreto-ley cuarenta y uno/mil novecientos setenta 
y siete, de veintinueve de septiembre, por el que se restableció 
provisionalmente la Generalidad de Cataluña, desarrollado por 
Real Decreto dos mil quinientos cuarenta y tres/mil novecien­
tos setenta y siete, de treinta de septiembre, contenía diversas 
previsiones con vistas a hacer efectivo el ejercicio por la Ge­
neralidad de Cataluña de competencias que en la actualidad 
vienen siendo desempeñadas por diversos Organismos de la 
Administración del Estado.

Como órgano de trabajo para el estudio de dichas trans­
ferencias y en cumplimiento de las previsiones establecidas en 
el artículo tercero del Real Decreto de treinta de septiembre 
de mil novecientos setenta y siete citado, ha funcionado en 
el seno de la Presidencia del Gobierno una Comisión Mixta de 
transferencia de competencias a la Generalidad de Cataluña, 
que se ha encargado de llevar a efecto los estudios pertinentes 
y de proponer al Gobierno la adopción de los correspondientes 
acuerdos relativos a la transferencia a la Generalidad de la ges­
tión de funciones, actividades y servicios de la competencia de 
la Administración del Estado.

La Comisión Mixta referida ha distribuido los estudios que 
lo fueron encomendados entre los diferentes grupos de trabajo 
constituidos en el seno de la misma. Dichos grupos han elabo­
rado propuestas y llegado a acuerdos que fueron definitivamen­
te aprobados en la sesión plenaria de la Comisión Mixta cele­
brada en Barcelona el día diecisiete de abril de mil novecientos 
setenta y ocho.

Elevados al Gobierno los referidos acuerdos y después de es­
tudiar las implicaciones existentes, desde el punto de vista de 
las necesarias modificaciones de la legislación vigente y de las 
transferencias a operar en materia presupuestaria y de perso­
nal, ha considerado oportuno aceptar las propuestas de la Co­
misión Mixta y realizar une efectiva transferencia de compe­
tencias a la Generalidad.

De acuerdo con estos principios, por el presente Real Decreto 
se transfieren a la Generalidad de Cataluña la práctica totalidad 
de las competencias que en materia de Urbanismo venían atri­
buidas por la legislación vigente a la Administración estatal, la 
cual sólo se ha reservado la aprobación de determinados planes 
y la adopción de concretas decisiones que por sobrepasar el 
marco de intereses propios de Cataluña y afectar a la economía 
nacional, hacen necesaria la intervención de la Administración 
del Estado.

En su virtud y haciendo uso de la autorización contenida en 
los artículos sexto, c), y noveno del Real Decreto-ley cuarenta 
y uno/mil novecientos setenta y siete, de veintinueve de sep­
tiembre, a propuesta del Ministro de la Presidencia, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 
dieciséis de junio de mil novecientos setenta y ocho,

DISPONGO:

Artículo primero.—Se transfieren a la Generalidad de Cata­
luña todas las competencias atribuidas a la Administración del 
Estado por la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Ur­
bana, texto refundido aprobado por Decreto mil trescientos cua­
renta y seis/mil novecientos setenta y seis, de nueve de abril, 
y por disposiciones reglamentarias y concordantes, en lo que 
afecte al ámbito territorial de la Generalidad, en los términos 
que se especifican en el anexo del presente Real Decreto.

Artículo segundo —En cualquier caso habrán de teñerse en 
cuenta las siguientes particularidades y excepciones:

a) La redacción y aprobación del Plan Nacional de Orde­
nación seguirá regulándose conforme a las disposiciones vi­
gentes.

b) Los Planes Directores Territoriales de Cordinación en Ca­
taluña se formularán por la Generalidad, con la fijación de su 
ámbito territorial y plazo en que han de quedar redactados, sin 
perjuicio de que el Consejo de Ministros señale los organismos 
o entidades que hayan de intervenir en su elaboración.

Una vez formulados por la Generalidad, ésta los someterá al 
trámite de información pública e informe de las Corporaciones 
Locales a cuyo territorio afectaren, para su posterior remisión 
al Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, a los efectos de 
que se recaben los informes de los Departamentos ministeriales, 
en los términos y con los efectos previstos en el apartado uno 
del articulo treinta y nueve de la Ley del Suelo, quien, con 
posterioridad, lo remitirá de nuevo a la Generalidad, en unión 
de los informes remitidos.

Aprobados por la Generalidad, los someterá al Ministro de 
Obras Públicas y Urbanismo, a los efectos previstos en el apar­
tado dos del citado artículo de la Ley del Suelo.

c) La Generalidad aprobará definitivamente los Planes, Pro­
gramas de Actuación Urbanística y Normas Complementarias y 
Subsidiarias de Planeamiento que se refieren a capitales de pro­
vincia, poblaciones de más de cincuenta mil habitantes, y, en 
todo caso, los que afecten a varios municipios. No obstante, 
hasta que no se apruebe el correspondiente Plan Director Te­
rritorial, será requisito necesario el informe previo de la Comi­
sión Central de Urbanismo, que se solicitará a través del titular 
del Departamento de Obras Públicas y Urbanismo.

d) La facultad de suspender la vigencia de los Planes, pre­
vista en el artículo cincuenta y uno punto uno de la Ley del 
Suelo, se entenderá atribuida a la Generalidad, en su territo­
rio, sin perjuicio de que el Consejo de Ministros, a propuesta 
del Ministro de Obras Públicas y Urbanismo, y previo informe 
de la Generalidad, pueda igualmente acordar dicha suspensión 
por razones de interés suprarregional, en tanto no exista apro­
bado Plan Director Territorial de Coordinación.

e) El acuerdo autorizando la formulación y ejecución de 
Programas de Actuación Urbanística, a que se refiere el núme­
ro dos del artículo ciento cuarenta y nueve de la Ley del Suelo, 
se adoptará por el Consejo de Ministros en la forma prevista en 
la citada disposición, cuando venga motivado por razones estra- 
tégico-militares, suprarregional es o en función de competencias 
no transferidas a la Generalidad, aun cuando afecten al terri­
torio catalán.

En los demás casos, el acuerdo corresponderá a la Genera­
lidad.

f) En los supuestos a que se refieren los números dos y 
tres del artículo ciento ochenta de la Ley del Suelo, relativos a 
obras que se realicen en territorio de Cataluña, será preceptivo 
el informe de la Generalidad previo a la elevación del expe­
diente por el Ministro de Obras Públicas y Urbanismo al Con­
sejo de Ministros, para su resolución definitiva.

Artículo tercero.—De todos los Planes, Programas, Normas 
Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento. Normas Ur­
banísticas, Ordenanzas, Delimitaciones de Suelo Urbano y Ca­
tálogos, se remitirá, una vez sean definitivamente aprobados por 
la Generalidad, una copia al Ministro de Obras Públicas y Ur­
banismo, asi como igual copia de cualquier revisión o modifi­
cación que se produzca en tales documentos, incluso si es por 
vía de recurso.

Los datos a transferir a efectos estadísticos serán los que, en 
su caso, sean normalizados a nivel de Estado.


